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Honorables Magistradas y Magistrados 

Corte Constitucional 

M.P. Cristina Pardo Schlesinger 

E.S.D 
Expediente: T-8.529.283 
Referencia: Intervención ciudadana en el proceso 
de tutela presentado por Sofia en contra del 
Juzgado 1. 


Nosotras, CATALINA MORENO identificada con cédula de ciudadanía 1.098.646.935, 
JUANITA CASTRO, identificada con cédula de ciudadanía 1.010.229.272, en calidad de 
abogadas de la organización Karisma; ANA BEJARANO RICAURTE, identificada con la 
cédula de ciudadanía 1.136.879.823 ; LUCIA YEPES BONILLA identificada con cédula de 
ciudadanía 1.075.317.179, en calidad de abogadas de la organización El Veinte; RAISSA 
CARRILLO, identificada con cédula de ciudadanía 1.020.743.422, MARÍA JOSÉ 
GONZÁLEZ MÉNDEZ, identificada con cédula de ciudadanía 1.053.846.608, en calidad de 
abogadas de la Fundación para la Libertad de Prensa; LINA PALACIOS, identificada con 
cédula de ciudadanía 1.010.122.376 y JULIO GAITÁN identificado con cédula de ciudadanía 
79430028, en calidad de abogadas del centro de Internet y Sociedad (ISUR); enviamos esta 
intervención con el fin de presentar elementos para el análisis del expediente de referencia. 


En esta intervención encontrarán diversos argumentos jurídicos y técnicos que esperamos asistan 
a la Honorable Corte Constitucional en la ponderación de los derechos fundamentales, teniendo 
en cuenta los deberes de transparencia que tiene la rama judicial. En primer lugar, brindaremos 
unas consideraciones generales del caso en el contexto de la digitalización de la justicia, allí se 
incluye un análisis de los beneficios de la digitalización de los expedientes y también de los 
nuevos retos a los que no se enfrentaba la Rama con los expedientes físicos. En segundo lugar, 
expresamos unas consideraciones especiales sobre los estándares de garantía de los derechos a la 
intimidad y el hábeas data con el derecho a la libertad de expresión (acceso a la información) y la 
publicidad de los procesos judiciales. Finalmente, se realizan unas recomendaciones específicas y 
técnicas de la forma en que se puede ponderar el choque de principios en el caso concreto. 
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I. Consideraciones generales: el caso objeto de estudio debe ser leído bajo el 
contexto de la digitalización de la justicia y como un espacio para responder el 
problema jurídico abierto sobre la intimidad, el habeas data y el principio de 
publicidad del expediente digital. 


1. El proyecto de justicia digital en Colombia. 


El expediente T-8.529.283 objeto de análisis por parte de la Corte Constitucional debe ser leído a 
la luz del contexto dado por el proceso de digitalización de la justicia que actualmente se 
desarrolla en Colombia, junto con sus oportunidades y riesgos. 


En primer lugar, la inclusión de la tecnología en la administración de justicia no es una novedad, 
al menos en papel, pues desde la Ley Estatutaria de Justicia se estableció el deber, en cabeza del 
Consejo Superior de la Judicatura, de estructurar las condiciones para el uso de las tecnologías en 
esta área. Adicionalmente, el mandato de uso de tecnologías en la justicia se ha reiterado en otras 
disposiciones normativas como la Ley 1435 de 2011 y Ley 1464 de 2012'. Por último, desde la 
Rama Judicial también se ha reconocido la necesidad de utilizar la tecnología en la administración 
de la justicia, lo cual ha quedado consignado en el Plan Sectorial de Desarrollo 2015-2018 y el 
Plan Sectorial de Desarrollo 2019-2022 “Justicia Moderna con Transparencia y Equidad”. 


El Consejo Superior de la Judicatura ha tenido y mantiene un papel vital en el proyecto de 
justicia digital en Colombia. Esto es, ha sido el principal ente gestor de la reglamentación para la 
inclusión de la tecnología en la rama judicial. Ejemplo de lo anterior, el Acuerdo No. PSAA14- 
10279 de 2014 a través del cual se aprueban las políticas y procedimientos de Seguridad de la 
Información para la Rama Judicial. 


Adicionalmente, como respuesta a las necesidades generadas por la pandemia del Covid 19, las 
Altas Cortes y el Consejo Superior de la Judicatura modificaron sus reglamentos de 
funcionamiento para avalar los trámites virtuales y, además, el Consejo expidió una serie de 
acuerdos mediante los cuales se explican, en términos generales, las condiciones para emplear las 
TIC en la administración de justicia’. Así pues, durante 2020 y 2021 el Consejo Superior de la 
Judicatura presentó un protocolo para la gestión de documentos electrónicos y conformación de 
expedientes, una guía para la publicación de contenidos en el portal web de la Rama Judicial, 
unos lineamientos para la remisión electrónica de tutela a la Corte Constitucional y la circular con 
los medios electrónicos disponibles para el funcionamiento virtual’. 


Sin embargo, aunque la reglamentación señalada anteriormente fue primordial para el 
funcionamiento de la Rama, fue necesario que el Gobierno Nacional expidiera el Decreto 
Legislativo 806 de 2020. Mediante este Decreto se reiteró el mandato de uso de las tecnologías 


1 Artículo 186 y artículo 103, respectivamente. 

2 Ana María Ramos Serrano, La digitalización de la Justicia en Colombia: en busca del tiempo perdido, Revista 
Sistemas Judiciales N° 24. 

3 Ibidem. 


~ Ga ¡TA Centro de Internet 
Karisma pippa SA y Sociedad 


en las actuaciones judiciales y se fijaron unas reglas procedimentales respecto a las notificaciones, 


presentación de documentos, entre otros. 


En el año 2022, una serie de proyectos de ley tuvieron trámite en el Congreso con el objetivo de 
transformar el Decreto 806 de 2020 en una normatividad permanente. El resultado de este 
procedimiento fue la creación de la Ley 2213 de 2022 “Por medio de la cual se establece la 
vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 
agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se 
dictan otras disposiciones”. 


Todo este entramado normativo tefleja el objetivo que ha precisado la Rama Judicial, 
puntualmente el Consejo Superior de la Judicatura, para sustentar la digitalización de la justicia. A 
saber, con esto se busca “acercar el servicio de justicia al ciudadano, mejorar su confianza a 
través de procedimientos transparentes, facilitar el trabajo de los servidores, mejorar la 
productividad, disminuir los tiempos de atención y de gestión de los procesos, mejorar la calidad 
de las decisiones y la capacidad de toma de decisiones en todo el sistema de justicia”. 


En pocas palabras, el proyecto que se encuentra en implementación en la Rama Judicial tiene un 
objetivo loable y, al menos desde una perspectiva de reglamentación y regulación, existen unas 
bases importantes para su cumplimiento. 


2. Indicadores sobre el funcionamiento de la digitalización de la justicia. 


Los datos e indicadores relativos a la digitalización de la justicia revelan una implementación 
valiosa pero heterogénea a nivel nacional. Esto es, las Altas Cortes son las que, mayormente, han 
puesto en marcha el proyecto. Así pues, durante la pandemia del Covid 19 se implementó un 
sistema de radicación digital de acciones de tutela y un envío electrónico de los expedientes de las 
tutelas a la Corte Constitucional. De igual manera, tal como lo señala la abogada Ana María 
Ramos, algunos juzgados han alentado la inclusión de la tecnología en sus labores, por ejemplo 
“se destacan el Despacho 01 de Tribunal Administrativo del Magdalena y el Juzgado Promiscuo 
del circuito de Puerto Rico en el Departamento del Caquetá, que desde hace unos años tienen 
sus procesos digitalizados, realizan audiencias virtuales y cuentan con canales para que los 
usuarios puedan interactuar a través de medios electrónicos (...)”*. Sin embargo, esta situación es 
excepcional, pues impera la desconexión con las herramientas tecnológicas por parte de los 
despachos del país. 


En lo que respecta a información cuantitativa, en septiembre de 2020 las Cortes de la Rama 
Judicial presentaron datos sobre la implementación de la justicia digital. Sobre esto, la 
Corporación Excelencia por la Justicia condensó los principales resultados así: en la jurisdicción 
contenciosa administrativa se profirieron 8.263 providencias entre marzo a agosto de 2020 (es 


4 Ana María Ramos Serrano, La digitalización de la Justicia en Colombia: en busca del tiempo perdido, Revista 
Sistemas Judiciales N° 24, 2022 p. 81. 
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decir, los primeros 6 meses de pandemia), con una productividad del 126%". Sumado a lo 
anterior, el Consejo Superior de la Judicatura registró digitalmente, desde marzo a agosto, la 
recepción de 157.903 tutelas, 108.462 procesos ordinarios, 65.000 audiencias de control de 
garantías y 40.000 diligencias de jueces de ejecución de penas. Por último, la Corte Constitucional 
informó que, durante el periodo de aislamiento obligatorio, se emitieron 571 providencias 
relativas al control de constitucionalidad de los decretos expedidos por la emergencia sanitaria, 
sino también sobre casos de acción de tutela, conflictos de competencia y objeciones 
gubernamentales. Así mismo, el magistrado Alberto Rojas informó que “el plan de 
modernización que emprendieron desde 2017 permitió a los ciudadanos interactuar con la Corte 
sin salir de sus casas, pues recibieron 201 demandas de inconstitucionalidad, 2.300 intervenciones 


ciudadanas sobre los decretos de la emergencia y cerca de 4.000 peticiones””. 


Ahora bien, más allá de la información numérica, la implementación de la justicia digital ha 
tenido éxito en algunos aspectos, pero también ha dejado entrever problemáticas estructurales 
que si no son abordadas da paso a la concreción de un programa incompleto y una posible 
trasgresión en el acceso a la justicia y la garantía de otros derechos. 


Entre los aciertos del programa de justicia digital se encuentra el significativo músculo financiero 
apoyado por un préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo con la finalidad de fortalecer 
la implementación de la digitalización mediante la asesoría de expertos y el desarrollo de 
programas que optimicen la justicia?, Sumado a lo anterior, desde el Consejo Superior de la 
Judicatura se impulsó el Soporte del Sistema Integrado Único de Gestión Judicial (SIUGJ) para 
los despachos de las Altas Cortes, además, se ha dado una renovación gradual de equipos 
tecnológicos disponibles para los despachos de la Rama Judicial” y una mayor familiarización de 
los jueces del país con las herramientas tecnológicas. 


A pesar de lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura reconoce: 


“las evidentes necesidades que enfrenta la Rama Judicial en cuanto a la existencia de 
diversos sistemas y herramientas informáticas en torno a las actividades de gestión judicial y 
administrativa, algunos con niveles importantes de obsolescencia; estos han dificultado la 
implementación, uso, disponibilidad y aprovechamiento de la gestión tecnológica. Igualmente, se 
presenta una alta dispersión de información y una cultura digital poco desarrollada. A pesar de la 


Corporación Excelencia en la Justicia, Los números de la implementación de la justicia digital durante la pandemia 
del covid-19 2020. URL: https:/ /cej.org.co/sala-de-prensa/los-numeros-de-la-implementacion-de-lajusticia-digital- 
durante-la-pandemia-del-covid-19/ 

6 Ibidem. 

7 Ibidem. 

8 F] tiempo. https:/ /www.eltiempo.com/justicia/cortes/digitalizacion-de-la-justicia-prestamo-del-bid-podria- 
extenderse-635460 

9 Consejo Superior de la Judicatura, Seguimiento al Plan Estratégico de Transformación Digital, 2021, p. 18. 
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existencia de sistemas y plataforma de apoyo, el trámite manual y el soporte en papel se mantiene 


preponderante en la gestión”? 


Más aún, el proyecto de digitalización de la justicia enfrenta retos importantes como la cobertura 
amplia de tecnología a nivel nacional y la apropiación de la misma, lo cual se incluye en el 
concepto de brecha digital Además, no existe una unificación sobre las herramientas 


tecnológicas a usar o las que son transversales no están actualizadas". 


En conclusión, la implementación de la justicia digital ha contado con un apoyo significativo y 
las Altas Cortes han servido de ejemplo en el asunto. Sin embargo, existen unos retos 
estructurales que no pueden ignorarse, empezando por la brecha digital y los problemas de 
infraestructura técnica y de seguridad de la Rama Judicial y la inexistencia de reglas homogéneas 
para el tratamiento del expediente judicial digital. 


3. El problema jurídico sobre la intimidad, el habeas data, el acceso a la 
información y la publicidad de los expedientes en el marco de la 
digitalización de la justicia. 


Consideramos que el caso del radicado No. T-8.529.283 refleja un problema jurídico y técnico 
que amerita una respuesta institucional. Esto es, entre los retos que tiene la digitalización de la 
justicia está la protección y garantía de seguridad de la información y los datos personales de las 
personas usuarias sin privar absolutamente el derecho a la Libertad de Expresión (acceso a la 
información) y el Principio de Publicidad de las actuaciones judiciales. Tal como la Corte 
reconoce en el auto de selección del 31 de enero de 2022, el expediente T-8.529.283 pone sobre 
la mesa un asunto novedoso y exige aclarar el contenido y alcance de un derecho fundamental. 
Este es un problema novedoso porque los expedientes físicos no generaban tal dilema de acceso 


que si genera el espacio digital. 


Puntualmente, para el caso bajo estudio, se hace énfasis en los riesgos de seguridad de la 
información y de la protección de la información y los datos personales de los expedientes 
digitales. Este asunto no es un tema menor, pues revela un debate respecto al acceso a la 
información de los expedientes y la garantía de intimidad y habeas data de los titulares de los 
datos. Por ejemplo, durante la pandemia del covid 19, la filtración de los contratos confidenciales 
relativos a las vacunas por parte del Consejo de Estado, al parecer por una falla en las medidas de 
seguridad y protección de información confidencial evidencian esta problemática'”. Este riesgo se 
acentúa considerando que, por un lado, tenemos la ausencia de unos parámetros claros sobre el 


tratamiento de datos personales, principalmente aquellos de naturaleza personal y sensible en la 


10 Consejo Superior de la Judicatura, Expediente electrónico y dimensionamiento para la transformación digital 
judicial, 2020, P. 28 

11 Ana María Ramos Serrano, La digitalización de la Justicia en Colombia: en busca del tiempo perdido, Revista 
Sistemas Judiciales N° 24. 

124] Espectador, Por error del Consejo de Estado se publicaron contratos confidenciales de vacunas, 2021. URL: 
https: / /www.elespectador.com/judicial /por-error-del-consejo-de-estado-se-publicaron-contratos-confidenciales-de- 


vacunas/ 
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Rama Judicial y, por el otro, porque innegablemente en la Rama se maneja una gran cantidad de 
información con este tipo de datos (ejemplo de ello, los macrocasos de la Jurisdicción Especial 
para la Paz o los casos analizados por la especialidad del derecho de familia o el derecho penal). 


El marco legal del tratamiento de los datos personales se encuentra en la Ley General de 
Protección de Datos Personales (Ley 1581 de 2012), la circular DEAJC19-19, en el Acuerdo No. 
PSAA14-10279 del CS] de 2014 y también en la página web de la Rama Judicial, en la se 
encuentra publicada la política de privacidad y términos de uso. Sin embargo, sobre el acceso a la 
información de los expedientes físicos sólo se cuenta con lo dispuesto en el Código General del 
Proceso. Es decir que subsiste un vacío en cuanto a la garantía de acceso a la información de los 
expedientes digitales en el marco de procesos judiciales. La pregunta no es sí la información 
contenida en un expediente digital y su tratamiento está cobijada por la garantía del 
hábeas data e intimidad, sino cómo deben garantizarse concretamente esos derechos sin 


dejar de lado el principio de publicidad y acceso a la información. 


En pocas palabras, consideramos que este caso plantea esta pregunta e invita a la Corte 
Constitucional a responder con un enfoque estructural de la mano de órdenes estructurales. Por 
ello, vemos en el caso sub examine la oportunidad de dar una respuesta al conflicto entre el 
principio de publicidad y acceso a la información vs. la intimidad y habeas data de las personas 
titulares de la información durante trámites judiciales, puntualmente en lo referente al expediente 
judicial. Por último, aunque la Corte Constitucional no puede fijar reglas concretas 
reglamentarias o regulatorias para toda la Rama Judicial, sí puede fijar las reglas jurisprudenciales 
necesarias para aconsejar ese ejercicio y, también exhortar a las autoridades correspondientes 


para desarrollar este ejercicio. 


II. Consideraciones especiales: El expediente digital y la necesaría ponderación de 
los derechos a la intimidad y el hábeas data con el derecho a la Libertad de 
Expresión (acceso a la información) y la publicidad de los procesos judiciales. 


1. El tratamiento de datos personales por parte de la Rama Judicial: 


a. Disposiciones de derecho Internacional 


El artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, relativo a la administración 
de justicia, establece disposiciones con respecto al acceso a la información sobre procesos 
judiciales. Según dicha norma: 


“[l]a prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 
consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad 
democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida 
estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del 
asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia 
en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de 
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menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos 
matrimoniales o a la tutela de menores.” 


De la lectura de esta norma se observa un principio de publicidad con limitaciones específicas. 
Para el Comité de Derechos Humanos, “[a]parte de tales circunstancias excepcionales, toda 
audiencia deberá estar abierta al público en general, incluidos los miembros de los medios de 


comunicación, y no estar limitada, por ejemplo, sólo a una categoría particular de personas.”*” 


En interpretación del artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, de redacción 
similar al artículo 19 del Pacto, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TEDH) ha indicado 
que el carácter público de los procesos protege a los litigantes ante la administración secreta de 
justicia sin escrutinio público, constituye un medio para mantener la confianza en el sistema 
judicial y contribuye a la garantía de un juicio justo.'* El Tribunal ha considerado que es posible 
limitar la publicidad y apertura de los procedimientos, incluso en el contexto de los procesos 
criminales, en los que existe una “alta expectativa de publicidad”, siempre y cuando sea necesario 
para salvaguardar alguno de los intereses mencionados." 


Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos tiene una redacción más 
limitada con respecto a la aplicación de reservas de procesos judiciales. Así, el artículo 8.5 de 
dicho tratado establece que “[e]l proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario 
para preservar los intereses de la justicia.” Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
también ha considerado la posibilidad de aplicar reservas sobre procesos judiciales en un sentido 
restrictivo, en el entendido de que “en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas 
durante la investigación preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la 
administración de justicia” y que “en ningún caso la reserva puede invocarse para impedir a la 
víctima el acceso al expediente de una causa penal”.** Asimismo, la Corte ha considerado que las 
medidas de reserva de datos de identificación o de características físicas que individualicen a la 
persona pueden enmarcarse dentro de las medidas de protección adoptadas en cumplimiento del 
“deber estatal de garantizar los derechos a la vida y la integridad, la libertad y la seguridad 
personales de quienes declaran en el proceso penal”. " 

Se resalta también que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos demanda una 
interpretación restrictiva de las limitaciones a la libertad de expresión que, como se explica más 
adelante, abarca el derecho de acceder a la información pública. En este sentido, la Corte 
Interamericana ha establecido que “las garantías de la libertad de expresión contenidas en la 


13 Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Observación General 32. CCPR/GC/32. 23 de agosto de 
2007. Párr. 29. 


14 TEDH. Riepan vs. Austria. No. 35115/97. Sentencia del 14 de noviembre de 2000. Párr. 27. 
15 TEDH.Osinger vs. Austria. No. 54645/00. Sentencia del 24 de marzo de 2005. Párr. 45. 


16 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202. Párr. 252. 


17 Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. 
Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279. Párr. 243. 
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Convención Americana fueron diseñadas para ser las más generosas y para reducir al mínimum 


las restricciones a la libre circulación de las ideas.”** 


En línea con lo anterior, el Comité de Derechos Humanos ha establecido que “[cjuando un 
Estado parte haga valer una razón legítima para restringir la libertad de expresión[que según el 
propio comité incluye el acceso a la información en poder de los organismos públicos], deberá 
demostrar en forma concreta e individualizada la naturaleza precisa de la amenaza y la necesidad 
y la proporcionalidad de la medida concreta que se haya adoptado, en particular estableciendo 


una conexión directa e inmediata entre la expresión y la amenaza.” 1? 


El Comité de Ministros del Consejo Europeo se ha referido de forma más específica a los 
sistemas de información legal computarizada. El Comité, consciente del creciente uso de estos 
sistemas para la investigación legal y la importancia de que el público general y la profesión le gal 
tengan acceso a estos medios de comunicación, estableció una serie de criterios de selección de 
información a ser publicada, al igual que reglas para la actualización de información y el archivo 
de decisiones. En cuanto a la resolución de conflictos que pueda haber sobre la privacidad de las 
personas, el Comité indica que se debe acudir a las reglas del Convenio para la Protección de las 
Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal (Convenio 
n° 108 de la Serie de Tratados Europeos) y de sus textos subsidiarios. Valga notar que el artículo 
9.2.b. de dicho Convenio prevé excepciones a la protección de datos personales “para la 


protección de la persona concernida y de los derechos y libertades de otras personas”. 


En línea con las recomendaciones del Comité de Ministros, un grupo de representantes de 
poderes judiciales, organizaciones de la sociedad civil y académicos de Argentina, Brasil, Canadá, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, República Dominicana y Uruguay 
expidieron en 2003 las Reglas de Heredia. Este documento, aunque no tiene carácter vinculante, 
establece unos criterios relevantes para el manejo de información de la rama judicial en Internet. 
En cuanto a las afectaciones al derecho a la privacidad, las Reglas 5 y 6 establecen una serie de 


limitaciones excepcionales: 


Regla 5: Prevalecen los derechos de privacidad e intimidad, cuando se traten 
datos personales que se refieran a niños, niñas, adolescentes (menores) o 
incapaces; O asuntos familiares; o que revelen el origen racial o étnico, las 
opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, la pertenencia a 
sindicatos; así como el tratamiento de los datos relativos a la salud o a la 
sexualidad; o víctimas de violencia sexual o domestica; o cuando se trate de 
datos sensibles o de publicación restringida según cada legislación nacional 
aplicable o hayan sido así considerados en la jurisprudencia emanada de los 


órganos encargados de la tutela jurisdiccional de los derechos fundamentales. 


18 Corte IDH. La colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5. Pátr. 50. 

19 Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Observación General No 34 - Artículo 19 Libertad de 
Opinión y libertad de expresión. CCPR/C/GC/34. 12 de septiembre de 2011. Párr. 35. 
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En este caso se considera conveniente que los datos personales de las partes, 
coadyuvantes, adherentes, terceros y testigos intervinientes sean suprimidos, 
anonimizados o inicializados, salvo que el interesado expresamente lo solicite y 
ello sea pertinente de acuerdo a la legislación. 


Regla 6: Prevalece la transparencia y el derecho de acceso a la información 
pública cuando la persona concernida ha alcanzado voluntariamente el carácter 
de pública y el proceso esté relacionado con las razones de su notoriedad. Sin 
embargo, se considerarán excluidas las cuestiones de familia o aquellas en las 
que exista una protección legal específica. 


En estos casos podrán mantenerse los nombres de las partes en la difusión de 
la información judicial, pero se evitarán los domicilios u otros datos 
identificatorios. 


Por su parte, la Regla 7 dispone la importancia del balance de derechos en los demás casos, para 
lo cual establece unos criterios básicos: 


Regla 7: En todos los demás casos se buscará un equilibrio que garantice 
ambos derechos. Este equilibrio podrá instrumentarse: 


a) en las bases de datos de sentencias, utilizando motores de búsqueda capaces 
de ignorar nombres y datos personales 

b) en las bases de datos de información procesal, utilizando como criterio de 
búsqueda e identificación el número único del caso 


Se evitará presentar esta información en forma de listas ordenadas por otro 
criterio que no sea el número de identificación del proceso o la resolución, o 
bien por un descriptor temático. 


b. Marco normativo colombiano actual 


En esta sección se enumeran las fuentes normativas que hasta el momento existen para controlar 
el tratamiento de datos personales en la Rama Judicial. En específico se menciona la forma en 
que la Ley 1581 de 2012 y el Acuerdo psaa14-10279 del Consejo Superior de la Judicatura 
abordan el tratamiento de datos personales por parte de la Rama Judicial. También se explican las 
disposiciones contenidas en la Ley 1712 de 2014, el Código General del Proceso, el Código del 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y la Ley 906 de 2004 sobre 
los deberes de transparencia y acceso a la información judicial que tiene la Rama Judicial. Para 
concluir se develan algunos criterios útiles para la ponderación de estos deberes de protección de 


datos personales y los deberes de transparencia y acceso a la información. 
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Ley 1581 de 2012 y Acuerdo no. psaa14-10279 


La Ley 1581 de 2012 tiene por objeto desarrollar la protección de datos personales establecida en 
el artículo 15 de la Constitución Política y el derecho a la información consagrado en el artículo 
20. Esta Ley dispone en el artículo 4 diversos principios rectores que sirven para entender los 
deberes de protección de datos de las entidades públicas y privadas como la rama judicial, estos 
son el principio de acceso y circulación restringida, el principio de seguridad y el principio de 
confidencialidad: 


f) Principio de acceso y circulación restringida: ... Los datos personales, salvo 
la información pública, no podrán estar disponibles en Internet u otros medios 
de divulgación o comunicación masiva, salvo que el acceso sea técnicamente 
controlable para brindar un conocimiento restringido sólo a los Titulares o 
terceros autorizados conforme a dicha ley; 

g) Principio de seguridad: La información sujeta a Tratamiento por el 
Responsable del Tratamiento o Encargado del Tratamiento a que se refiere la 
presente ley, se deberá manejar con las medidas técnicas, humanas y 
administrativas que sean necesarias para otorgar seguridad a los registros 
evitando su adulteración, pérdida, consulta, uso o acceso no autorizado o 
fraudulento; 

h) Principio de confidencialidad: Todas las personas que intervengan en el 
Tratamiento de datos personales que no tengan la naturaleza de públicos están 
obligadas a garantizar la reserva de la información, inclusive después de 
finalizada su relación con alguna de las labores que comprende el Tratamiento, 
pudiendo sólo realizar suministro o comunicación de datos personales cuando 
ello corresponda al desarrollo de las actividades autorizadas en dicha ley y en 
los términos de la misma. 


En los artículos 17 y 18 de esa misma Ley se establecen los deberes de los Responsables del 
tratamiento de datos. Como deberes de los sujetos obligados, entre otros, el contenido en el 
artículo 17, literal k) que expresamente señala: “Adoptar un manual interno de políticas y 
procedimientos para garantizar el adecuado cumplimiento de la presente ley y en especial, para la 
atención de consulta y reclamos”. También en el literal O del artículo 17 y el I del artículo 18 
establece que entidades públicas y privadas deben cumplir las instrucciones y requerimiento que 
imparta la Superintendencia de Industria y Comercio. Sumado a estas disposiciones, 


doctrinariamente se ha señalado que: 


las entidades públicas y empresas privadas tienen la obligación de fijar unas 
políticas claras que den cumplimiento a las directrices planteadas en la norma 
respecto al uso de los datos personales contenidos en sus sistemas de 
información para garantizar su tratamiento. Además, deben definir los fines y 
medios esenciales para el tratamiento de los datos de los usuarios o titulares, 
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por cuanto los deberes que se le atribuyen corresponden a los principios de la 
administración de datos, al derecho a la intimidad y habeas data del titular del 
dato personal”, 

Con base en estas fuentes y en el marco de las competencias y deberes adquiridos, la Rama 
Judicial — Consejo Superior de la Judicatura- profirió un manual interno mediante el Acuerdo no. 
psaa14-10279 del 22 de diciembre de 2014. Este acuerdo menciona el cumplimiento de los 
principios de integridad, disponibilidad y confidencialidad, la gestión de los riesgos a través de los 
criterios de efectividad, eficiencia y transparencia en todos sus procesos y hace una lista de 
políticas y procedimientos específicos para el tratamiento de datos que se desarrollaran en los 
anexos. El desarrollo de los anexos se encuentra en el manual interno realizado por medio del 
contrato 265 de 2013. 


El manual interno trata con detalle todos los aspectos de la política de seguridad de la 
información, temas como el control al acceso físico de la información, de la relación con 
proveedores, de los prestadores de servicios que manejan la información en sus propios 
dispositivos o del teletrabajo están contenidas en este manual. En la página 69, numeral 16, se 
establece la política de control de acceso a la información. Hacemos referencia únicamente a esta 
sección que es la que trata la regulación de la tensión entre la protección de los datos personales 
y los deberes de transparencia. 


Las políticas de control de acceso a la información aplican “a todo el personal vinculado 
laboralmente con la Rama Judicial, contratistas y terceros que tengan acceso a los recursos de 


ý Sy š ao 2 , . 
información de la organización””'. En específico se dispone que: 


Todo acceso a la información debe ser autorizado formalmente por el área 
responsable de la información. Para la autorización de acceso a la 
información se debe contemplar un análisis previo de la justificación de la 
necesidad de uso de la misma y las actividades a realizar con el acceso a la 
información. 

Todo acceso a la información debe considerar el nivel de clasificación 
definido por la Rama Judicial o por el responsable de la información. 

Todo acceso a la información debe cumplir con los requisitos legales, 
normativos, reglamentarios, procedimentales o de cualquier otra índole 
que haya definido el responsable de la información. 

El acceso a la información de la Rama Judicial debe estar sujeto a controles 
que garanticen la trazabilidad de las acciones realizadas sobre la misma, 
considerando la identificación de la persona, proceso o sistema que realiza 
el acceso, acciones realizadas, instante de tiempo en que se realizan las 
acciones y ubicación desde la cual se realiza el acceso a la misma. 


20 Bejarano, M. R. (2014). Evolución del derecho de protección de datos personales en Colombia respecto a 
estándares internacionales. Novum Jus, 107-139. Obtenido de Universidad Católica. 


21 Manual de políticas de seguridad de la Información, p 69. 
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La entidad deberá realizar un inventario y proceso de clasificación de la 
información con relación a la información y en especial con el fin de 
garantizar el acceso a la información pública por parte de los ciudadanos 
de conformidad con la Ley 1712 de 2014. 

Cuando se tiene acceso a la información de la rama judicial se está 
obligado a la aceptación formal de la reglamentación de acceso y 
tratamiento de la información que definan las leyes de Colombia, Acuerdos 
internacionales suscritos por Colombia, normas del sector, políticas, 
estándares O cualquier tipo de control establecido para la protección o 
tratamiento de la información”, 


En el Acuerdo psaa14-10279 también se autoriza a la Directora Ejecutiva de la DEAJ para 
promover y exigir el cumplimiento de las políticas y procedimientos de Seguridad de la 
Información. De acuerdo con esa autorización, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
expidió las Circulares DEAJC18-54, DEAJC18-55 y DEAJC18-62, por medio de las cuales se 
dio a conocer el proyecto de Registro Nacional de Bases de Datos ante la Superintendencia de 
Industria y comercio y se socializaron actividades, responsabilidades, capacitación y 
acompañamiento a las unidades y funcionarios de la Rama Judicial para el cumplimiento de las 
políticas de tratamiento de datos diseñadas. El 24 de enero de 2019 la DEAJ explicó la circular 
DEAJC19-9 por medio de la cual se da a conocer el procedimiento “lineamientos de 
tratamientos de información emitidos por la SIC” que se anexa al manual interno de políticas de 
seguridad de la Rama Judicial. Las políticas contenidas en esta circular se enuncian a 


continuación: 


TRATAMIENTO Y FINALIDAD: 
El tratamiento que realizarán los responsables de la información 
personal será: la recolección, almacenamiento, uso, circulación y puede 
incluir los siguientes tipos de datos: 
De naturaleza pública. 
Aquellos considerados privados y/o  semiprivados, previa 
autorización del titular, sensibles y exponiendo el carácter facultativo 
que le asiste. 
De menores de edad previa autorización clara, expresa a inequívoca 
del representante legal, previo el ejercicio del menor de su derecho a 


ser escuchado. 


De acuerdo con lo anterior, los datos serán usados para las siguientes 
finalidades: 


Efectuar las gestiones pertinentes para el desarrollo de la función 
encomendada por la Constitución Política y la Ley en lo que tiene 


22 Manual de políticas de seguridad de la Información. P. 70. 
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que ver con el cumplimiento del objeto funcional que involucra al 
Titular de la información. 

Gestionar trámites (solicitudes, quejas, reclamos). 

Dar cumplimiento a las obligaciones contraídas por los responsables 
del tratamiento con el Titular de la Información, atinentes al pago de 
salarios, prestaciones sociales y demás retribuciones consagradas en 
el contrato de trabajo o según lo disponga la ley. 

Ofrecer programas de bienestar corporativo y planificar actividades 
empresariales, para el titular y sus beneficiarios (hijos, cónyuge, 
compañero permanente). 

Suministrar la información a terceros con los cuales los responsables 
del tratamiento tenga relación contractual cuando sea necesario 
entregársela para el cumplimiento del objeto contratado. 

Dar cumplimiento a las obligaciones contraídas por los responsables 
del tratamiento con los proveedores y contratistas atinentes al pago 
de contratos y demás retribuciones consagradas en el contrato de 
conformidad con la ley. 


TRATAMIENTO DE DATOS SENSIBLES: 
Los responsables, realizan el tratamiento de los datos personales 


sensibles y de menores de edad únicamente obteniendo previa 


autorización del titular o de quien pueda ejercer sus veces (representante 


legal, apoderado, entre otros) quienes serán informados sobre la 


finalidad exclusiva del tratamiento del que serán objeto. 


TITULAR: Persona natural cuyos datos personales son objeto del 


tratamiento. 


DERECHOS DE LOS TITULARES: 
Como titular de sus datos personales Usted tiene derecho a: 


Acceder de forma gratuita a los datos proporcionados que hayan 
sido objeto de tratamiento. 

Conocer, actualizar y rectificar su información frente a datos 
parciales, inexactos, incompletos, fraccionados, que induzcan a 
error, o aquellos cuyo tratamiento esté prohibido o no haya sido 
autorizado. 


Solicitar prueba de la autorización otorgada. 


Presentar ante la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) quejas 


por infracciones a lo dispuesto en la normatividad vigente. 
Revocar la autorización y/o solicitar la supresión del dato, siempre 


que no exista un deber legal o contractual que impida eliminarlos. 
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Abstenerse de responder las preguntas sobre datos sensibles. Tendrá 
carácter facultativo las respuestas que versen sobre datos sensibles o 


sobre datos de las niñas y niños y adolescentes. 


Para concluir, de acuerdo con el mandato de la Ley 1581 de 2012, el Acuerdo psaa14-10279, el 
manual interno de políticas de seguridad de la información y las circulares expedidas por la 
DEAJ, la Rama Judicial tiene una política de tratamiento de datos amplia que abarca varios 
aspectos de la privacidad, el derecho de hábeas data y el acceso a la información pública. No 
obstante, observamos que no hay un desarrollo específico sobre el expediente digital. A pesar de 
esto, hay lineamientos en la legislación nacional que son fundamentales para el análisis. 


Marco normativo de la justicia digital: 


El Decreto Legislativo No. 806 del 2020” tuvo el objetivo de implementar el uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales y agilizar los 
procesos ante la jurisdicción ordinaria en las especialidades civil, laboral, familia, contenciosa 
administrativa, constitucional y disciplinaria, así como en los procesos arbitrales y en las 
actuaciones de las autoridades. Este decreto estuvo vigente hasta el 4 de junio del 2022 pero por 
los aportes que trajo en algunos aspectos, diversas autoridades de gubernamentales radicaron con 
mensaje de urgencia el proyecto de Ley 325 del 2022 “Por medio del cual se establece la vigencia 
permanente del Decreto Legislativo 806 del 2020” con el objetivo de que los artículos 1 a 11 y 14 
a 15 del Decreto se convirtiera en legislación permanente y que la regla general de las audiencias 
fuera la virtualidad. 


La Ley 2213 del 2022 fue adoptada de manera definitiva en junio del 2022 tras ser sancionada 
por el presidente, y propone que las actuaciones judiciales sean más ágiles y eficientes con el uso 
de las tics. Además, de tener como principio que el acceso a la Administración de Justicia a través 
de herramientas tecnológicas debe respetar el principio de igualdad. Esta Ley contiene 15 
artículos en los que se contempla la forma en que debe funcionar la implementación de las tics 
en las comunicaciones y actuaciones judiciales. Sólo en el parágrafo 1 del artículo 2 se menciona 
el deber de garantizar la publicidad y debido proceso de forma abstracta: 


PARÁGRAFO 1°. Se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido 
proceso, la publicidad y el derecho de contradicción en la aplicación de 
las tecnologías de la información y de las comunicaciones. Para el efecto, las 
autoridades judiciales procurarán la efectiva comunicación virtual con los 
usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes 
para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos”. 


23 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO. Decreto Legislativo No. 806 de 2020 Por el que se adoptan 
medidas para implementar las zecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 
Judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica. Gobierno de Colombia, 4 junio 2020. [Consultado el 5 de septiembre 2022]. 


24 Negrilla fuera de texto. 
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La única disposición relativa al expediente es el artículo 4 en el que se establece que los sujetos 
procesales deben proporcionar por cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su 
poder y se autoriza a las autoridades judiciales a mantener expedientes digitales o híbridos para el 
cumplimiento de las actividades procesales. En el artículo 9° se establece que la notificación por 
estado y traslados se fijará virtualmente con inserción de la providencia a menos de que la 
autoridad judicial considere que la providencia está sujeta a reserva legal. La ley 2213 de 2022 no 
hace ninguna otra mención sobre la publicación de expedientes en repositorios digitales. 


Acceso a información judicial: 


Una vez dilucidadas las disposiciones relativas al tratamiento de datos personales y la garantía de 
los derechos al habeas data y a la intimidad, es importante resaltar las obligaciones de la Rama 
Judicial con respecto al acceso a la información y la transparencia. Para empezar, la Rama Judicial 
es un sujeto obligado de la Ley 1712 de 2014. De acuerdo con el literal a) del artículo 5 de esta 
Ley, las disposiciones serán aplicables a “toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a 
todas las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estructura estatal, central o 
descentralizada por servicios o territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, 
municipal y distrital””. Esto significa que todas las unidades que componen la Rama Judicial 
deben cumplir con los deberes y obligaciones establecidos en esta Ley, desde las altas Cortes 
hasta los juzgados municipales. 


La Ley también contiene obligaciones de transparencia activa y transparencia pasiva. Por un lado, 
la transparencia pasiva está relacionada con la respuesta a las solicitudes de acceso a la 
información, en términos de calidad, oportunidad y disponibilidad. Por otro lado, la 
transparencia activa está relacionada con la publicación y puesta a disposición de información 
pública en los canales de divulgación establecidos, de manera proactiva sin que medie solicitud 
alguna. La transparencia activa es la que más se relaciona con el caso en cuestión, ya que implica 
que la información de interés público sea puesta a disposición de la ciudadanía sin necesidad de 


un requerimiento. 


El artículo 3 de la citada Ley establece los principios de transparencia y acceso a la información 
pública, aplicando un criterio de proporcionalidad y razonabilidad en la interpretación del acceso 
a la información pública. Señala que, según este principio, toda la información en poder de los 
sujetos obligados, como las unidades de la Rama Judicial, se presume pública. Por tal motivo, los 
sujetos obligados “están en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los 
términos más amplios posibles y a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca 
la ley, excluyendo solo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales y legales y bajo 


el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley””*, 


25 Congreso de la República, Ley 1712 de 2014. Artículo 5. 
26 Congreso de la República, Ley 1712 de 2014. Artículo 3. 
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En muchos casos, la información contenida dentro de los expedientes de procesos judiciales es 
de interés público, ya que permite a los periodistas y a la ciudadanía tener una versión más 
completa de los casos que, en ocasiones, con la sola sentencia no es posible tener; además de 
hacer seguimiento al desarrollo de un proceso. Así, el debate y las opiniones sobre temas de alto 
interés, como la corrupción, puede resultar más completo y diverso cuando se accede no sólo a la 
sentencia, sino a los expedientes. De esta forma se construye una sociedad participativa y plural y 
se fortalece el sistema democrático. Por todo esto, resulta importante aplicar los mandatos de 
transparencia activa de la Ley 1712 de 2014 no sólo a las providencias sino a los expedientes de 
los procesos judiciales. Estos mandatos se encuentran en los artículos 3, 4, 9 y 11 de la Ley 1712 
de 2014, y teniendo también presente lo establecido en los artículos 19 y 28 de la misma Ley. 


El artículo 4, por ejemplo, contiene el concepto del derecho fundamental de acceso a la 
información pública. El ejercicio de este derecho implica el acceso a la información pública en 
posesión de sujetos obligados y el conocimiento de su existencia. También que las excepciones, 
es decir, la información reservada y que no se presume pública, son limitadas y proporcionales y 
que deben estar contempladas en la Ley. Sobre la transparencia activa este artículo dispone que: 


“El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de 
divulgar proactivamente la información pública y responder de buena fe, de 
manera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo 
que a su vez conlleva la obligación de producir o capturar la información 
pública. Para cumplir lo anterior los sujetos obligados deberán implementar 
procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de 


documentos electrónicos auténticos?””. 


En igual sentido, el artículo 11 establece la información mínima obligatoria sobre servicios, 
procedimientos y funcionamiento del sujeto obligado. En el literal d) de este artículo se habla de 
la importancia de publicar “[e]l contenido de toda decisión y/o política que haya adoptado y 
afecte al público, junto con sus fundamentos y toda interpretación autorizada de ellas”. 


Estos mandatos son de obligatorio cumplimiento y la única forma en la que se pueden aplicar 
excepciones a la presunción de publicidad es a través cumpliendo la carga de la prueba 
establecida en el artículo 28 y en el Título III de la Ley 1712 de 2014. Dicha norma establece que 
las excepciones al derecho de acceso a la información pública, dentro de las que consideramos se 
incluye el restringir la transparencia activa de la información de los expedientes las unidades de la 
Rama Judicial, deben darse después de que el sujeto obligado logre demostrar la existencia de una 
norma de rango constitucional o legal, la adecuación de esa norma para cumplir con uno de los 
fines dispuestos en los artículos 18 y 19 de dicha ley y demostrar que la revelación información 
“causaría un daño presente, probable y específico que excede el interés público que representa el 


acceso a la información”28, 


27 Congreso de la República, Ley 1712 de 2014. Artículo 4. 
28 Congreso de la República, Ley 1712 de 2014. Artículo 28. 
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El artículo 18 establece como interés particular los daños a derechos de personas naturales o 
jurídicas como la intimidad, salud, seguridad, vida y secreto profesional. Por su parte, el artículo 
19 establece una serie de intereses públicos: 


a) La defensa y seguridad nacional; b) La seguridad pública; c) Las relaciones 
internacionales; d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y 
las faltas disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de 
aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso; e) El debido 
proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales; f) La 
administración efectiva de la justicia; g) Los derechos de la infancia y la 
adolescencia; h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; 1) La 
salud pública. PARÁGRAFO. Se exceptúan también los documentos que 
contengan las opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso 


deliberativo de los servidores públicos”. 


El artículo 2.1.1.4.4.2 del Decreto 1081 de 2015 aclara qué debe entenderse por daño presente 
probable y específico. De acuerdo con tal disposición, el daño presente es el que no sea remoto 
ni eventual, el daño es probable cuando existan circunstancias que harían posible su 
materialización y es específico sólo si se puede individualizar y no se trata de una afectación 
genérica. Además, en la sentencia C-274 de 2013 (sentencia en la cual se avaló la 
constitucionalidad de la Ley de Transparencia), la Corte Constitucional sostuvo que el daño 


también debe ser significativo, es decir, de magnitud importante y que no puede ser mitigado. 


Otra disposición que debe tenerse en cuenta para la aplicación de la transparencia activa es el 
artículo 21 de la Ley 1712 de 2014, según el cual: i. En los casos en que solo parte de la 
información sea reservada O clasificada en alguno de los documentos solicitados, se debe 
entregar una versión pública de estos; y ii. La reserva opera sobre el contenido del documento, 
pero no sobre su existencia. 


Los códigos procesales que rigen a las diferentes unidades de la rama judicial incluyen 
disposiciones con respecto a los expedientes que cobran relevancia en el análisis de los deberes 
de transparencia activa de la Rama Judicial. El Código General del Proceso dispone que: 


Artículo 123. Examen de los expedientes 

Los expedientes sólo podrán ser examinados: 

1. Por las partes, sus apoderados y los dependientes autorizados por estos de 
manera general y por escrito, sin que sea necesario auto que los reconozca, 
pero sólo en relación con los asuntos en que aquellos intervengan. 

2. Por los abogados inscritos que no tengan la calidad de apoderados de las 
partes. Estos podrán examinar el expediente una vez se haya notificado a la 
parte demandada. 


29 Congreso de la República, Ley 1712 de 2014. Artículo 19. 
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3. Por los auxiliares de la justicia en los casos donde estén actuando, para lo de 
su cargo. 

4. Por los funcionarios públicos en razón de su cargo. 

5. Por las personas autorizadas por el juez con fines de docencia o de 
investigación científica. 

6. Por los directores y miembros de consultorio jurídico debidamente 
acreditados, en los casos donde actúen. 

Hallándose pendiente alguna notificación que deba hacerse personalmente a 
una parte o a su apoderado, estos solo podrán examinar el expediente después 
de surtida la notificación”. 


Hay 3 artículos de la Ley 600 del 2000 que tratan sobre la publicidad de los expedientes y se citan 


a continuación: 


Artículo 14. Publicidad. Dentro del proceso penal el juicio es público. La 
investigación será reservada para quienes no sean sujetos procesales. Se 
aplicarán las excepciones previstas en este código. 

Artículo 236. Publicidad. Durante el juzgamiento no habrá reserva y las 
pruebas podrán ser de público conocimiento. En la instrucción la prueba será 


conocida únicamente por los sujetos procesales. 


Artículo 426. Reserva. La investigación que se adelante ante la Cámara de 
Representantes será reservada. Cuando se refiera al presidente de la República 
o quien haga sus veces, el expediente será público, así como las deliberaciones 
de la comisión de investigación y acusaciones, y la plenaria de la Cámara”. 


Finalmente, en la Ley 906 de 2004 no se dispone nada específico sobre la reserva de los 
expedientes, pero en el artículo 150 se dispone que las restricciones a la publicidad de los 
procesos sólo se darán por motivos de orden público, seguridad nacional o moral pública. 


Como se evidencia, en el Código General del Proceso se establece una excepción legal al 
principio de transparencia al que están obligadas todas las unidades de la Rama Judicial, esto 
mismo dispone la Ley 600 de 2000 sobre el expediente de un proceso penal. Sin embargo, como 
ya fue explicado, no basta con la existencia de una excepción legalmente establecida, también hay 
que acreditar que esa excepción constituye un daño presente, probable y específico para negar el 
deber de transparencia activa que impone a las unidades de la Rama Judicial la Ley 1712 de 2014. 
De lo anterior se entiende que el análisis de los despachos con el fin de darle publicidad a los 
expedientes digitales debe tener en cuenta tales criterios de forma restrictiva y no aplicar las 
reservas de forma amplia. 


2. Choque de principios y su ponderación. 


30 Congreso de la República, Código General del Proceso. Artículo 123. 


31 Congreso de la República, Ley 600 del 2000, Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal. 
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En este acápite de la intervención presentamos dos asuntos: primero, los choques identificados 
en el caso sub /ite, con una breve descripción del alcance de los derechos involucrados y, segundo, 
un ejercicio de ponderación jurídica con ejemplos para responder el problema jurídico planteado. 


a. Principio de Publicidad vs. Hábeas Data y derecho a la intimidad. 


El primer choque entre principios identificado en el caso bajo estudio es el del Principio de 
Publicidad vs. Derecho de intimidad y Hábeas Data. Esta tensión se manifiesta en el hecho de 
que la publicidad de las actuaciones judiciales conlleva la exposición de la información del 
proceso (lo que incluye el expediente) pero, mucha de esta información corresponde a datos 


personales y sensibles, que cuentan también con reconocimiento constitucional. 


Los mencionados derechos tienen un reconocimiento a nivel nacional e internacional. En lo que 
respecta al bloque de constitucionalidad, el principio de publicidad está reconocido en el artículo 
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 8 de la Convención 
Americana Sobre Los Derechos Humanos. Por otro lado, el derecho de Hábeas Data y el 
Derecho a la intimidad están reconocidos por el artículo 11 de la Convención Americana Sobre 
Los Derechos Humanos. Sumado a lo anterior, en el escenario colombiano, los derechos al 
Hábeas Data, intimidad y la garantía de publicidad de las actuaciones judiciales están consignados 
en los artículos 15 y 29, 74 y 228, respectivamente, de la Constitución Política de Colombia. 
Ahora bien, esta normatividad fue concebida antes del establecimiento del proyecto de 
digitalización de la justicia, pensada para un expediente físico operado por un número limitado 
de personas en un despacho judicial, empero con la implementación de las herramientas 
tecnológicas, el expediente digital parece estar a la mano de más personas. Esta situación es lo 
que genera el problema jurídico del caso. 


1. Principio de publicidad. 


El principio de publicidad de las actuaciones judiciales cuenta con un desarrollo jurisprudencial 
desde los primeros años de la Corte Constitucional. Así pues, en la sentencia C-641 de 2002, este 
Tribunal indicó que la publicidad es: 


“uno de los principios rectores, en virtud del cual, el juez tiene el deber 
de poner en conocimiento de los sujetos procesales y de la comunidad en 
general, los actos que conduzcan a la creación, modificación o extinción de un 
derecho o la imposición de una obligación, sanción o multa, teniendo en 
cuenta que su operancia no constituye una simple formalidad procesal, sino un 
presupuesto de eficacia de dicha función y un mecanismo para propender por 
la efectividad de la democracia participativa. Con todo, el mismo texto 
constitucional legitima que se establezcan mediante ley, excepciones al 
conocimiento de ciertos documentos o actuaciones públicas, para que a través 
de un juicio de ponderación constitucional se otorgue prioridad al principio de 
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reserva (C.P. 74), como sucede con la etapa de instrucción en un juicio 


criminal”. 


Sumado a lo anterior, la Corte considera que el principio de publicidad es una real garantía del 
derecho al debido proceso, sin embargo, su alcance no se enmarca en los procesos judiciales, 


sino que cuenta con un doble alcance: 


“Por un lado, es deber de los jueces en los procesos y actuaciones 
judiciales dar a conocer sus decisiones tanto a las partes como a los otros 
sujetos procesales, mediante las comunicaciones o notificaciones que para el 
efecto consagra el ordenamiento jurídico. En este evento, se trata de un acto 
procesal de notificación (....). Por otra parte, (...) impone el deber a los jueces 
de comunicar y divulgar a la opinión pública o la comunidad en general, el 
contenido y los efectos de sus decisiones, salvo en aquellos casos en los cuales 
exista reserva legal.” 


Así pues, el sustento constitucional cardinal del principio de publicidad es su asociación con el 
A p p p 
derecho a la defensa, “pues si las decisiones judiciales no son públicas, los distintos sujetos 
> J P > ) 

procesales no pueden ejercer los derechos de contradicción y de impugnación. Más aún, la 

publicidad materializa no sólo la garantía de debido proceso, sino también funge “como control 

de la actividad judicial y como una herramienta para preservar la transparencia y razonabilidad de 
) y pata p P y 

las decisiones judiciales”. Para el caso bajo análisis, la segunda vertiente del principio de 
) J > gu p p 

publicidad es ciertamente relevante. 


ii. Hábeas Data. 


Por su parte, el derecho de Hábeas Data es una de las tres garantías cobijadas por el artículo 15 
de la Constitución Política. Puntualmente, este derecho supone que las personas pueden conocer, 
actualizar y rectificar las informaciones que sobre ellas se hayan recogido en bases de datos y 
archivos de entidades públicas y privadas. Además, este derecho surgió por la relación estrecha 
con otras garantías fundamentales como la honra, el buen, la intimidad, la reputación y el libre 
desarrollo de la personalidad”, sin embargo, es un derecho autónomo y tiene un alcance propio. 
Esto es, el hábeas data conlleva a la protección de la información relacionada con una persona en 


el contexto específico de la administración de bases de datos. 


Respecto al derecho de Hábeas Data es necesario señalar que la protección se gradúa según la 
categoría del dato, pues este puede ser público, semiprivado, privado o sensible. Esta última 
tipología de datos hace parte del núcleo esencial del derecho a la intimidad, pues hace referencia 
a “aquella esfera o espacio de la vida privada no susceptible de interferencia arbitraria de las 
demás personas”. Por lo anterior, la Corte Constitucional ha advertido que “el hecho de que un 


32 Corte Constitucional, Sentencia C-641 de 2002 (M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
33 Corte Constitucional, Sentencia T-020 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
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dato sensible se haga público, no lo convierte en un dato de naturaleza pública que cualquier 


persona pueda someter a tratamiento”? 


Adicionalmente, en la sentencia T-020 de 2014, la Corte Constitucional estableció que el Hábeas 
Data confiere al titular, frente a sus datos personales almacenados en una base de datos, las 
facultades de autorización, conocimiento, rectificación, inclusión y supresión de datos. Valga 
aclarar que esta Corte, en la mencionada sentencia y bajo un análisis de hábeas data y sentencia 
judiciales, determinó que la autorización y la facultad de supresión de la información cobran 
especial relevancia, esto, toda vez que el tratamiento por parte de autoridad judicial no requiere 
autorización y la supresión de los datos personales debe armonizarse con los principios para el 
tratamiento de datos personales como el de circulación restringida. 


ii. Derecho a la intimidad. 


Por último, el derecho de intimidad está igualmente cobijado por el artículo 15 de la Constitución 
Política de Colombia. La Corte Constitucional lo ha definido como el derecho que “garantiza en 
los asociados el poder contar con una esfera o espacio de vida privada no susceptible de la 
interferencia arbitraria de las demás personas”. Como complemento de lo anterior, se ha 
dispuesto que la intimidad tiene “dos dimensiones: (1) la negativa, entendida como el secreto de 
la vida privada y (i) la positiva, como libertad. En su dimensión negativa, prohíbe cualquier 
injerencia arbitraria en la vida privada e impide la divulgación ilegítima de hechos o documentos 
privados. En su dimensión positiva, protege el derecho de toda persona a tomar las decisiones 


que conciernen la esfera de su vida privada”*?. 


Por consiguiente, el punto cardinal del derecho a la intimidad está enmarcado la vida privada 
como objeto de protección, de manera que “la definición de aquello que es público o privado se 
encuentra en la base de la discusión acerca del alcance del derecho a la intimidad”. 


Este Tribunal Constitucional en la sentencia C-094 de 2020 definió la vida privada no sólo con 
referencia a un espacio, sino como un ámbito en la vida de las personas. Es decir, es un “espacio 
de personalidad de los sujetos” que integra espacios físicos, psicológicos y relacionales. Más aún, 
la Corte ha diferenciado el espacio privado -bajo el concepto ontológico del mismo- de los 
espacios públicos e intermedios, entendiendo el primero como “el lugar de uso común en el que 
los ciudadanos ejercen numerosos derechos y libertades”, mientras los segundos como aquellos 
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que “tienen características tanto privadas como públicas Estos espacios tienen suma 


importancia para establecer la expectativa de privacidad, que a su vez permite determinar: 


“si expresiones o manifestaciones de la vida de las personas pueden 
entenderse comprendidas por el ámbito de protección del derecho a la 
intimidad o si, por el contrario, pueden ser conocidas o interferidas por otros. 


34 Corte Constitucional, Sentencia C-748 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 
35Corte Constitucional, Sentencia C-094 de 2020 (M.P. Alejandro Linares Cantillo). 
36 Corte Constitucional, Sentencia C-094 de 2020(M.P. Alejandro Linares Cantillo). 
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Tal categoría impone definir, atendiendo a diferentes factores contextuales, sí: 
(i) quien alega la violación puede considerar válidamente que su actividad se 
encuentra resguardada de la interfenreica de otros; (11) si es o no posible 
concluir que dicha valoración es oponible a los terceros que pretenden acceder 


a la información o divulgarla.”% 


Para concluir, la Corte ha sido clara en indicar que aunque el derecho a la intimidad tiene una 
protección constitucional y se extiende más allá del concepto de un espacio físico, también que 
no es un derecho absoluto y que puede “ser objeto de limitaciones cuando entra en conflicto con 
derechos de terceros o con intereses constitucionales relevantes (...)” y que “las limitaciones al 
derecho a la intimidad, al igual que la de cualquier otro derecho fundamental, deben respetar los 


principios de razonabilidad y proporcionalidad, en el contexto de un sistema democtático””, 


iv. Análisis de este choque pot parte de la Corte Constitucional y ejercicio de ponderación. 


Si bien el choque de principios respecto al expediente judicial digital no ha sido considerado por 
la Corte Constitucional, es relevante mencionar que este Tribunal ya otorgó respuesta a la pugna 
entre el derecho de Hábeas Data y la publicidad de las sentencias judiciales. Además, desde la 
década de 1990, sin hacer análisis extensivos sobre la intimidad, la Corte Constitucional ha 
aplicado medidas de protección de algunos datos al hacer públicas las decisiones. Es decir, en 
varias decisiones de la Corte se ha reflejado la tensión entre intimidad y publicidad en lo 
referente a las sentencias judiciales. Empero, como ya se ha señalado en esta intervención, la 
novedad del caso sub examine es que el problema jurídico se enmarca en el uso del expediente 


judicial digital. 


Entonces, ¿qué ha señalado la Corte Constitucional sobre la tensión de hábeas data y publicidad 
en las actuaciones judiciales? Que, al menos en lo que respecta a las sentencias, existe un deber 
de protección de los datos personales que estén contenidos en este documento. La sentencia T- 
020 de 2014 es una decisión diciente sobre este asunto. En el acápite titulado “Puntos de 
encuentro entre el habeas data y las sentencias judiciales”, la Corte reafirma que la sentencia es 
un documento público al provenir de una autoridad pública y que la posibilidad de conocer el 
contenido de la decisión judicial garantiza el debido proceso. Sin embargo, también indica de 
forma clara que los datos contenidos en las sentencias -que sin lugar a dudas son públicas- no se 
convierten en públicos por el hecho de la presentación pública de la decisión. De manera que, las 
sentencias integradas por todo tipo de datos, desde públicos hasta semi privados y sensibles, 
conlleva un deber para la autoridad judicial de cumplir los principios de finalidad, necesidad y 


circulación restringida. 


En otras palabras, las subreglas jurisprudenciales que emanan de la sentencia de tutela 
mencionada es que la autoridad judicial receptora de los datos personales “tiene el deber de 
cumplir con las obligaciones de protección y garantía que se derivan del derecho fundamental al 


37 Ibídem. 
38 Ibídem. 
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habeas data, en especial respecto de los principios de finalidad, utilidad y circulación restringida” 
y que: 


“respecto de las sentencias judiciales, implica admitir que si bien por su 
naturaleza son un documento público, cuando las mismas incorporen un 
dato que debe ser protegido, como ocurre con la información sensible o 
con los datos semiprivados, ellos conduce al establecimiento de una 
regla de circulación restringida, con el fin de no generar una carga 
desproporcionada frente al titular de dicha información, en lo que 
respecta a su intimidad o al desarrollo de su derecho al trabajo, a la libertad 
de escoger profesión u oficio y/o la libertad económica””. (Negrilla fuera del 


texto original) 


Sumado a lo anterior, este tribunal ha aplicado, en múltiples sentencias que incluyen un debate en 
términos de intimidad, medidas de protección de los datos personales como herramienta de 
ponderación entre la publicidad y el mentado derecho a la intimidad*. Las medidas aplicadas por 
esta Corte consisten en anonimizar, suprimir o reemplazar los datos personales por otras 
expresiones, mientras que, se mantiene la publicidad de las consideraciones de la decisión y el 


acervo probatorio. 


Este marco jurisprudencial evidencia dos puntos clave: primero, que la Corte Constitucional 
reconoce desde su jurisprudencia inicial la existencia de un choque entre el principio de 
publicidad de las actuaciones judiciales y el derecho a la intimidad; segundo, que innegablemente 
existe un deber en cabeza de las autoridades judiciales de aplicar las reglas de protección de datos 
personales; en especial, para la protección de datos semiprivados, privados y sensibles debe 
contarse con reglas para la circulación restringida. 


La pregunta en este caso bajo examen es: ¿cómo aplicar la regla de protección de datos 
personales al expediente digital? Nuestra respuesta es que para esto se debe determinar el alcance 
del principio de circulación restringida para el expediente judicial digital, tanto en un sentido 
jurídico como técnico. 


El principio de circulación restringida está consignado en el artículo 4to (f) de la Ley 1581 de 


2012 en los siguientes términos: 


“El Tratamiento se sujeta a los límites que se derivan de la naturaleza 
de los datos personales, de las disposiciones de la presente ley y la 
Constitución. En este sentido, el Tratamiento sólo podrá hacerse por personas 
autorizadas por el Titular y/o por las personas previstas en la presente ley; 


39 Corte Constitucional, Sentencia T-020 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 
40 Sentencias como la SU-337 de 1999, T-1390 de 2000, 'T-137 de 2006, T-551 de 2006, 'T-280 de 2022. 
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Los datos personales, salvo la información pública, mo podrán estar 
disponibles en Internet u otros medios de divulgación o comunicación 
masiva, salvo que el acceso sea técnicamente controlable para brindar 
un conocimiento restringido sólo a los Titulares o terceros autorizados 
conforme a la presente ley;” 


La Corte Constitucional ha explicado el alcance de este principio desde antes de la Ley 1581 de 
2012. Además, en la revisión de constitucionalidad de la ley mencionada, esta Corte dijo que el 
principio de circulación restringida conlleva que la divulgación de datos personales se condicione 
a los límites determinados por el objeto de la base de datos, por la autorización del titular y el 
principio de finalidad, para así evitar una circulación indiscriminada. Sumado a lo anterior, la 
Corte indicó que la definición del principio es clara en cuanto que la regla es que (1) está 
prohibido que los datos no públicos sean publicados en internet y que, excepcionalmente (1) los 
datos semiprivados, privados y sensibles pueden publicarse en la web únicamente si se ofrecen 
garantías. Así pues, “si el sistema permite el acceso con la simple digitación de la cédula, no es un 
sistema que cumpla con los requerimientos del inciso segundo del literal f) del artículo 4”. 


Por último, en la sentencia T-020 de 2014, se apunta que en razón al principio de circulación 
restringida en las actuaciones judiciales se “habilita la supresión relativa de información, con 
miras a proteger la intimidad, el derecho al trabajo o a la reinserción de las personas en la 
sociedad, a través de medidas que garanticen la imposibilidad de proceder a su identificación, en 


concreto en las versiones que se publiquen en la Web de una providencia”. 


Todo lo anterior, lleva a la conclusión de que NO SON suficientes las disposiciones normativas 
existentes sobre acceso al expediente, para garantizar el principio de publicidad ponderándola 
con los derechos al hábeas data y la intimidad de los usuarios de la rama judicial en el espacio 
digital. Aunque el Código General del Proceso -Artículos 114 y 123- establecen las reglas para 
solicitar las copias del expediente y los sujetos autorizados para examinar el expediente, estas 
fueron pensadas y establecidas bajo una lógica del expediente físico. Existe un vacío respecto a 
las garantías propias que deben aplicar para el acceso al expediente digital, no solo para las partes 
del proceso, sino sobre todo de los terceros autorizados para ello. Lo anterior, no es significa el 
desconocimiento de las reglas procesales existentes, es más bien una oportunidad para que las 
autoridades competentes -como el Consejo Superior de la Judicatura- complementen con unas 
reglas de acceso y divulgación de la información de los expedientes digitales. 


Es claro que la Ley 1581 de 2012, artículo 4 (f) exige el establecimiento de una normativa 
reglamentaria para el escenario digital. Por lo tanto, toda vez que la Rama Judicial hace uso del 
internet para garantizar el acceso a la administración de la justicia, es necesario contar con unas 
reglas claras sobre el uso, acceso y examen de los expedientes digitales. Por lo tanto, aunque 
existe la posibilidad de garantizar la transparencia y el acceso a la información con la publicación 
de expedientes digitales en internet es fundamental contar con un acceso técnicamente 
controlable para asegurar la circulación restringida, ya que los expedientes digitales incluyen datos 
privados y sensibles. Dicho acceso controlable y las herramientas técnicas concretas, 
consideramos, deben plantearse como parte de la política de digitalización de la justicia. 
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Sumado a lo anterior, es primordial aclarar sí las medidas de “acceso controlable” para el 
expediente digital incluye la anonimización y/o supresión de datos personales o sí es una 
cuestión única del acceso inicial al expediente. Para terminar, las condiciones tecnológicas y de 
infraestructura que la Rama Judicial experimenta, sobre todo en zonas periféricas, reafirman la 
necesidad de contar con unas reglas claras sobre el acceso al expediente digital. 


b. Hábeas Data/ intimidad vs. Acceso a la información, Libertad de Expresión y libertad de prensa. 


Pot un lado, el derecho a la intimidad se encuentra establecido en el artículo 12 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el artículo 15 
de la Constitución Política. Esta protección involucra múltiples aspectos de la vida de la persona, 
desde la proyección de la propia imagen hasta la reserva de espacios privados en los cuales el 


individuo realiza actividades que solo le conciernen a quien las ejecuta. 


De acuerdo con la Corte Constitucional, el derecho a la intimidad está sustentado en cinco 
principios que aseguran la inmunidad del individuo frente a la injerencia de los demás y, además, 
se conectan con el habeas data; derecho que tienen las personas de exigir que sus datos 
personales sean manejados con discreción y confidencialidad por parte de las empresas y bases 


de datos que los contienen. Los cinco principios son“: 


1. Principio de libertad, según el cual el registro o divulgación de los datos personales de 
una persona requiere de su consentimiento libre, previo, expreso o tácito o que el 
ordenamiento jurídico le imponga una obligación de revelar dicha información con el fin 
de cumplir un objetivo constitucionalmente legítimo. 

2. Principio de finalidad, que implica que la recopilación y la divulgación de los datos de una 
persona atienda a una finalidad constitucionalmente legítima. 

3. Principio de necesidad, de acuerdo con el cual la información personal que se tenga que 
divulgar debe tener una relación de conexidad con la finalidad pretendida mediante su 
revelación. 

4. Principio de veracidad, según el cual se exige que los datos personales correspondan a 
situaciones reales. 

5. Principio de integridad, que ordena que la información que se divulga se presente de 
manera completa. 


De manera que el derecho a la intimidad puede ser “susceptible de limitación por razones 
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legítimas y debidamente justificadas constitucionalmente”””, que no atenten contra estos cinco 


principios. Cuando exista autorización del titular o una orden proferida por una autoridad 


41 Corte Constitucional. Sentencia T-280 de 2022. (M.P. José Fernando Reyes Cuartas). 
42 Corte Constitucional. Sentencia T-517 de 1998. (M.P. Alejandro Martínez Caballero). 
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competente y en ejercicio de sus funciones, los terceros pueden conocer asuntos que, en 


principio, estarían comprendidos por su ámbito de protección”. 


Justamente, en el desarrollo del principio de privacidad, la Corte ha sostenido que el titular del 


derecho tiene: 


“[L]a facultad (permisión) de oponerse -cuando no existe justificación 

suficiente- (i) a la intromisión en la órbita que se ha reservado para sí o su 

familia; (ii) a la divulgación de los hechos privados; o (iii) a las restricciones a 

su libertad de tomar las decisiones acerca de asuntos que solo le conciernen a 

la persona. Señaló, en segundo lugar, que el referido derecho le impone a las 

autoridades y particulares el deber de abstenerse (prohibición) de ejecutar 

actos que impliquen: (tv) la intromisión injustificada en dicha órbita; (v) la 

divulgación de los hechos privados; o (vi) la restricción injustificada de la 

libertad de elegir en asuntos que solo le conciernen a la persona o a su familia. 

Finalmente, advirtió este tribunal, impone a las autoridades el deber: (vii) de 

adoptar las medidas normativas, judiciales y administrativas a efectos de 

asegurar el respeto de las diferentes dimensiones del derecho”*, 
De acuerdo con esto, la entrega de datos personales en el marco de un proceso judicial no 
permite un tratamiento arbitrario. Por el contrario, genera cargas a las instituciones públicas que 
recopilan la información. Esto significa que la posibilidad de las entidades públicas de entrar o 
conocer elementos de la vida privada de una persona no se extiende a una facultad de divulgar 
dicha información, y que, mientras la difusión de los datos no esté respaldada por factores de 
necesidad, idoneidad y proporcionalidad, se enmarcaría en una vulneración al derecho a la 
privacidad de la persona que ha cedido sus datos como presupuesto del acceso a la justicia. 


Por otro lado, la protección de la libertad de expresión, en virtud de lo dispuesto en los artículos 
20 de la Constitución, 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 19 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, abarca el derecho a buscar y recibir informaciones 
y opiniones. En palabras de la Corte IDH: 


“[E]l artículo 13 de la Convención, al estipular expresamente los derechos a 
“buscar” y a “recibir” “informaciones”, protege el derecho que tiene toda 
persona a solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado, con 
las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la Convención. 
Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las personas a recibir 
dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de 
forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esa información o 
reciba una respuesta fundamentada cuando por algún motivo permitido por la 
Convención el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso 


concreto. Dicha información debe ser entregada sin necesidad de 


43 Corte Constitucional. Sentencia T-280 de 2022. (M.P. José Fernando Reyes Cuartas). 
44 Corte Constitucional. Sentencia C-602 de 2016. (M.P. Alejandro Linares Cantillo). 
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acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, 
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salvo en los casos en que se aplique una legítima restricción””” (negrilla 


fuera del texto). 


De ahí que el artículo 2° de la Ley 1712 de 2014 reconoce el principio de máxima publicidad para 
titular universal, así: “toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto 
obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o 
legal, de conformidad con la presente ley”. En igual sentido, la Corte Constitucional ha precisado 
que es “titular del derecho a acceder a la información pública a toda persona, sin exigir ninguna 
cualificación o interés particular para que se entienda que tiene derecho a solicitar y a recibir 
dicha información de conformidad con las reglas que establece la Constitución”*, 

De forma complementaria, se destaca que la Corte IDH se ha referido a la importancia de 


proteger las labores de recolección de información por parte de los periodistas. Puntualmente, la 
Corte IDH ha dicho: 


“[P]ara que la prensa pueda desarrollar su rol de control periodístico 
debe no solo ser libre de impartir informaciones e ideas de interés público, 
sino que también debe ser libre para reunir, recolectar y evaluar esas 
informaciones e ideas. [..] Lo anterior implica que cualquier medida que 
interfiera con las actividades periodísticas de personas que están cumpliendo 
con su función obstruirá inevitablemente con el derecho a la libertad de 
expresión en sus dimensiones individual y colectiva”* (negrita fuera del texto). 


En ese punto, se destaca que la información de carácter judicial es una de las principales en la 
construcción de la agenda periodística. Incluso, en palabras de la Corte Constitucional, “la prensa 


es la encargada de informar al público acerca de la administración de justicia”*, 


Ahora bien, conforme se mencionó en el marco normativo, los procesos judiciales son 
eminentemente públicos, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Política. En el caso 
de los procesos penales, además, están regulados en la Ley 906 de 2004. Dentro de sus principios 
rectores y garantías procesales, por ejemplo, se encuentra el principio de publicidad, en el artículo 
18, según el cual “la actuación procesal será pública. Tendrán acceso a ella, además de los 
intervinientes, los medios de comunicación y la comunidad en general” (negrita fuera del 
texto). 


En ese sentido, el derecho al acceso a la información está estrechamente relacionado con el 
principio de publicidad de la actividad judicial porque se busca que los sujetos procesales y la 
comunidad en general tengan certeza, no sólo de los textos de ley y la jurisprudencia, sino 


45 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 151. Pátr. 77. 


46 Corte Constitucional. Sentencia C-274 de 2013. (M.P. María Victoria Calle Correa). 


47 Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto de 
2021. Serie C 431. Párr. 107. 


48 Corte Constitucional. Sentencia SU-141 de 2020. (M.P. Carlos Bernal Pulido). 


~ Centro de Internet 
Karısma Pippe SE y Sociedad 


también de que el ordenamiento está siendo y va a seguir siendo interpretado y aplicado de 


OD a 
3 c 


manera consistente y uniforme. “Sólo de esta forma pueden las personas tener certeza de que la 
interpretación y aplicación consistente y uniforme del ordenamiento es una garantía 
jurídicamente protegida y no un mero uso sin valor normativo alguno, y del cual los jueces 


pueden apartarse cuando lo deseen, sin necesidad de justificar su decisión” ”. 


Luego, la regla general es que la información de un proceso judicial puede ser conocida por la 
sociedad en su conjunto, salvo unas restricciones por información que comprometa derechos 
fundamentales, bienes constitucionales o fines de la justicia. No obstante, estas restricciones a la 
información sólo cobran sentido de cara a un daño específico, cierto y presente; a saber: 


“La reserva legal sólo puede operar sobre la información que 
compromete derechos fundamentales o bienes constitucionales, pero no 
sobre todo el proceso público dentro del cual dicha información se 
inserta. Toda decisión destinada a mantener en reserva determinada 
información debe ser motivada y la interpretación de la norma sobre reserva 
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debe ser restrictiva” (negrita fuera del texto). 


Entendiendo tanto la importancia del acceso a la información en escenarios democráticos como 
la protección del derecho humano a la privacidad, el artículo 14 del PIDCP dispone 


expresamente una excepción a la obligación de publicidad en los procesos judiciales: 


“La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de 
los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional 
en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada 
de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, 
cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera 
perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia 
penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de 
menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos 


matrimoniales o a la tutela de menores””' (negrita fuera del texto). 


Es así que para argumentar la reserva o clasificación de la información del expediente para el 
acceso a los medios de comunicación se debe hacer un análisis exhaustivo, de manera que no se 
restrinja de manera excesiva su libertad de expresión bajo el amparo de otros derechos de los 
involucrados en el proceso, como lo serían el derecho a la intimidad y el habeas data. En ese 
sentido, cabe recordar la disposición del artículo 21 de la Ley 1712 de 2014 que menciona que la 
reserva de información pública puede operar respecto del contenido de un documento público, 


pero no respecto de su existencia. 


49 Corte Constitucional. Sentencia C-836 de 2001. (M.P. Rodrigo Escobar Gil). 
50 Corte Constitucional. Sentencia T-487 de 2017. (M.P. Alberto Rojas Ríos). 
51 Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Artículo 14. 
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En el enfrentamiento entre el acceso a la información y el derecho a la intimidad se debe 
recordar que la protección de uno implica la limitación del otro, y que, en ocasiones, el derecho a 
la intimidad puede verse reducido por el interés de la información. De manera que es posible 
que, “bajo ciertas condiciones, las autoridades públicas o terceros puedan conocer asuntos que, 
en principio, se encuentran amparados por el derecho —a la intimidad—”", Luego, este derecho se 
flexibiliza al armonizarse con el principio de finalidad, siempre y cuando “la circulación del dato 
esté estrictamente dirigida y restringida al cumplimiento del fin constitucional superior, con 
arreglo al principio de necesidad”. Asimismo, se recuerda que para la Corte Constitucional “la 
restricción del acceso del público en general a un proceso judicial o a alguno de los componentes 
del expediente debe estar explícitamente definida en la ley””. 

Así, la Ley 1581 de 2012 reconoce, por ejemplo, la posibilidad de flexibilidad el uso de datos 
sensibles en situaciones taxativas. El literal d) del artículo 6 de esta ley prevé como excepción a la 
prohibición de tratar datos personales cuando el tratamiento se refiera a datos que sean 
necesarios para el reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho en un proceso judicial. No 
obstante, esta excepción debe ser armónica con los principios establecidos en el artículo 4 de la 
misma ley, dentro de los cuáles se encuentran los anteriormente mencionados de finalidad, 


acceso y circulación restringida y seguridad. 


Además, la Ley 1581 de 2012 establece que las disposiciones de dicha norma no serán aplicables 
a “las bases de datos y archivos de información periodística y otros contenidos editoriales”. 
Disposición que, según la Corte Constitucional, debe ser así para asegurar el respeto a la libertad 
de prensa”. En adición a esto, la Alta Corte indicó que “en razón de la especial consideración 
que el constituyente otorgó a la libertad de expresión, las posibles colisiones con el derecho al 


habeas data deben ser resueltas por una regulación especial” ®. 


De lo anterior se entiende que la redacción de dicha excepción se puede interpretar de manera 
amplia, de cara a las colisiones entre la libertad de expresión y la salvaguarda de los datos 
personales, similar a como está contemplado en la Unión Europea, tanto el texto del Reglamento 
General de Protección de Datos” como en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea. Justamente, el Reglamento, establece que “[a] fin de tener presente la importancia del 
derecho a la libertad de expresión en toda sociedad democrática, es necesario que nociones 


relativas a dicha libertad, como el periodismo, se interpretan en sentido amplio”””, 


52 Corte Constitucional. Sentencia C-094 de 2020. (M.P. Alejandro Linares Cantilo). 

53 Corte Constitucional. Sentencia T-920 de 2008. (M.P. Clara Inés Vargas Hernández). 

54 Corte Constitucional. Sentencia C-748 de 2011. (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 

55 Ibidem. 

56 Norma que reemplaza la Directiva Europea sobre Protección de Datos Personales de 1995, la cual sirvió como 
inspiración de la ley colombiana, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 
datos personales y a la libre circulación de estos datos. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO 
EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE (Reglamento general de protección de datos). 

57 Reglamento general de protección de datos, Considerando 153. En sentido similar se pronunció el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea en TJUE. Sergejs Buivids. Asunto C-345/17. Sentencia del 14 de febrero de 2019. Párr. 51. 
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En línea con esta interpretación garantista, el TJUE ha indicado que las decisiones relativas a la 
disponibilidad de información personal en Internet deben tener en cuenta los derechos de los 
internautas potencialmente interesados en la información evaluando “si la inclusión del enlace 
que dirige a la página web en cuestión en la lista de resultados obtenida tras una búsqueda 
efectuada a partir del nombre del interesado es necesaria para el ejercicio del derecho a la libertad 
de información de los internautas potencialmente interesados en acceder a esa página web 


mediante tal búsqueda, libertad garantizada por el artículo 11 de la Carta”. 


De ahí que en el panorama actual con la Ley 2213 de 2022, mediante la cual se permitió la 
incorporación de medios tecnológicos en el acceso a la justicia, se debe tener en consideración el 
uso de esos datos personales y sensibles. Hay que recordar que esta norma se expide sin perjuicio 
de las demás normas y principios procesales existentes; por tanto, debe leerse a la luz del Código 
General del Proceso, que incluye el principio de publicidad procesal como relación estrecha con 
el debido proceso, y también de la Ley 1581 de 2012, que como ley estatutaria sus disposiciones 
tienen un mayor rango a las de las leyes ordinarias. Luego, la permisión de implementar 
expedientes digitales implica la obligación simultánea de actuar elevando acciones positivas de 
garantía del derecho a la intimidad que consideren las facultades de los titulares de la información 


de oponerse a la divulgación indiscriminada e injustificada de sus datos. 


Al respecto, también es importante tener presente que, según el Consejo de Estado, aun cuando 
la Rama Judicial realice grandes esfuerzos para la consolidación de buscadores para la consulta de 
procesos judiciales no implica, necesariamente, que esa sea la vía exclusiva para suministrar la 


información: 


“Piénsese, por ejemplo, en personas sin acceso a internet, a un computador o 
dispositivo electrónico para conectarse a internet; en personas analfabetas o 
con determinadas discapacidades físicas que obstaculicen el acceso a los 
aplicativos webs referidos para la consulta de procesos. 


En ese orden de ideas, aunque la información sobre procesos judiciales se 
encuentra pública para quien desee consultarla mediante los aplicativos 
mencionados por la Unidad de Informática de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, esta última no puede negarse al suministro de 
información pública bajo el argumento de que aquella es de libre consulta por 
parte de los usuarios. Al tratarse de información pública es deber de la 
autoridad competente suministrarla al interesado, así aquella se encuentre 
disponible y actualizada en la página web”? 


58 TJUE. GC y otros vs. CNIL. Asunto C-136/17. Sentencia del 24 de septiembre de 2019. Párr. 66. 


59 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. Sentencia 2021-10952 de 31 de marzo de 
2022. (C.P. Myriam Stella Gutiérrez Argúello). 


~ a ATA Centro de Internet 
Karisma pippa SA y Sociedad 


Justamente, el artículo 7° de la Ley 1712 de 2014, que versa sobre la disponibilidad de la 
información pública, establece que esa clase de información debe estar disponible no solo en el 
sitio web de la autoridad, sino también a través de medios físicos. 


7 Ponderación: 


El artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 incluye como escenario de clasificación de la información 
pública aquellas situaciones en donde esté en riesgo interés particulares, como lo es el derecho a 
la intimidad. Significa, entonces, que la misma normativa reconoce las eventuales tensiones que 
se pueden presentar entre este derecho y el derecho a la privacidad. Luego, también se deben 
entrar a considerar los distintos supuestos de hecho de priorización de un derecho sobre el otro; 
es decir, escenarios en los que se limitará uno u otro derecho, pero siempre bajo parámetros de 
proporcionalidad y debida justificación. 


De acuerdo con el artículo 28 de la Ley 1712 de 2014, la carga de la prueba le corresponde al 
sujeto obligado para fundamentar que la información solicitada debe permanecer reservada o 
confidencial, es decir, el juez es quién debe valorar qué derecho impera entre la solicitud de 
información sobre procesos judiciales o los derechos a la intimidad y habeas data de las partes 
involucradas. Al respecto, los estándares y la jurisprudencia internacional han reconocido la 
importancia de tener mecanismos establecidos para realizar la ponderación de derechos, así: 


“Esto se refiere en general a las injerencias del Estado en los derechos de los 
individuos, que se traducen a menudo en una oposición entre los intereses 
colectivos y los individuales. El test de proporcionalidad gira en torno a tres 
pasos: la idoneidad (si la injerencia es realmente adecuada para lograr el 
objetivo alegado), la necesidad (“alternativa menos restrictiva” o “perjuicio 
mínimo” si la medida adoptada es la alternativa menos restrictiva) y la 
proporcionalidad en sentido estricto (si las limitaciones causadas compensan 
los beneficios logrados). En general, la preceden dos pruebas adicionales de 
legalidad (si la injerencia se basa en el derecho nacional) y de finalidad legítima 
(si la injerencia persigue uno de los objetivos dictados por las cláusulas de 
limitación presentes, respectivamente, en el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos (PIDCP), el CEDH, la CIDH o la CADHP)”%, 


En el caso objeto de estudio, el principio de publicidad de los procesos judiciales, a través de sus 
expedientes digitales, no puede ignorar las obligaciones de las entidades de proteger los derechos 
de las partes en un proceso. En ese sentido, resulta necesaria la implementación de herramientas 
de proporcionalidad que garanticen tanto el derecho de acceso a la información como los 
derechos a la intimidad de las personas involucradas. Este proceso debe hacerse de manera 
consciente y responsable para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones desde todos los 


60 UNESCO. Directrices para los actores judiciales sobre privacidad y protección de datos. Tomado de: 
https: / /unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000381298_ spa 
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ámbitos, minimizando las eventuales vulneraciones de los derechos y utilizando los mejores 


mecanismos que generen la menor cantidad de consecuencias gravosas. 


Con base en los anterior, debe evaluarse si existen vulneraciones o no al derecho a la privacidad, 
teniendo en cuenta aspectos como: a) que aunque los datos por los cuáles se alega la vulneración 
se encuentran en una sentencia judicial, no corresponden a la categorías de dato público, puesto 
que su interés lo tiene únicamente la titular de la información; b) que el principio de publicidad 
tiene límites constitucionales en el derecho a la privacidad; c) que el derecho a la privacidad exige 
acciones positivas de las administración para protegerlo; y d) que el tratamiento de los datos está 
sujeto al principio de confidencialidad y acceso y circulación restringida. 


Así, por ejemplo, en los procesos judiciales en los que estén implicados niños, niñas y 
adolescentes es conveniente que los datos personales de los NNA, las partes, los coadyuvantes, 
los terceros y los testigos intervinientes sean suprimidos, anonimizados o inicializados, en el 
expediente judicial. Esta disposición se encuentra en las Reglas de Heredia de manera explícita, 
pero en Colombia la jurisprudencia también lo ha reconocido como una regla a cumplir. 


En un caso de abril de 2015, la Corte Suprema de Justicia, consideró que cuando se enfrentan el 
principio de máxima publicidad que rige las decisiones judiciales y el derecho a la intimidad de un 
menor víctima, puede autorizarse la reserva de datos sensibles en la providencia, en procura de 
garantizar el interés superior del menor. Sin embargo, se hizo la salvedad de que se deben 
reservar los datos del menor, pero toda la providencia; es decir, el resto de la información que 
reposa en el proceso puede ser conocida, de lo contrario resultaría desproporcionado”, 


La sentencia estudió un fallo de tutela en el que se describió una agresión física sufrida por un 
menor de edad. En la narración se mencionaron datos personales como el nombre del menor y 
el de su madre; también se presentaron datos sensibles relativos al estado de salud y a la forma en 
que fue causada una deformidad tras la agresión. Esta situación, de acuerdo con la Corte 
Suprema de Justicia, apoyada en el Memorando sobre la protección de datos personales y la vida 
privada en las redes sociales en Internet, en particular de niños, niñas y adolescentes % causa una 
injerencia en la vida privada del infante y puede ocasionar una discriminación a través de las 


redes sociales. Por tal motivo, la Corte Suprema de Justicia ordenó: 


“[A] la Relatoría de Tutelas y la Sala Plena de este corte que “reemplazat[a] el 
nombre del menor y el de cualquier pariente que permita su identificación, en 
el (los) archivo(s) Word objeto de publicación en Internet de la sentencia de 
tutela n.° 17001-22-13-000-2009-000252-01 proferida el 02 de diciembre de 
2009, el (los) cuales serán reemplazados en los servidores de dominio de la 
Corporación y de la Rama Judicial, por la División de Sistemas; asimismo, que 
no se asocie a dichos servidores copia alguna del documento en PDF, que 


61 Corte Suprema de Justicia. Sentencia ATC1856-2015, Radicación N° 17001-22-13-000-2009-00252-01. (M.P. Luis 
Armando Tolosa Villabon)a; Corte Constitucional. Sentencia C-274 de 2013. (M.P. María Victoria Calle Correa). 


62 Adoptado en Montevideo el 28 de julio de 2009. http: / /www.iijusticia.ore/ Memo.htm 
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pueda contener la identidad del menor víctima de lesiones físicas; igual 


consideración se hace respecto de la presente providencia” ®. 


Ahora bien, un escenario diferente de ponderación, entre el derecho de acceso a la información y 
el derecho a la privacidad, debería esperarse de procesos judiciales en los que están involucrados 
funcionarios y servidores públicos. La regla N.° 6 de Heredia, previamente citada, menciona que 
debe prevalecer el derecho a acceso a la información pública cuando la persona concernida ha 
alcanzado voluntariamente el carácter de pública. En igual sentido, la Corte Constitucional, en 
reiterada jurisprudencia”, al estudiar la posible vulneración de los derechos personalísimos — 
como el buen nombre, la intimidad y la honra- de funcionarios del Estado, ha indicado que éstos 
se sometieron al escrutinio de su vida pública y de aquellos aspectos de su fuero privado sobre 


los cuales le asiste a la ciudadanía un legítimo derecho a conocer y debatir, por estar referidos a: 


a) Las funciones que esa persona ejecuta. 

b) El incumplimiento de un deber legal como ciudadano. 

c) Los aspectos de la vida privada relevantes para evaluar la confianza depositada en las 
personas a las que se confía el manejo de lo público. 

d) La competencia y capacidades requeridas para ejercer sus funciones. 


En ese sentido, si el proceso judicial está relacionado con las actuaciones y funciones propias del 
cargo y la notoriedad de la persona pública, debe prevalecer el derecho de acceso a la 
información del proceso judicial. Sin embargo, cabe aclarar que deberían quedar excluidas las 
cuestiones de familia o aquellas en las que exista una protección legal específica respecto de esa 
persona pública. 


Esta ponderación va en consonancia con el Principio N.° 11 de la Declaración de Principios 


ce 


sobre Libertad de Expresión de la CIDH que indica que “[lJos funcionarios públicos están 
sujetos a un mayor escrutinio por parte de la sociedad”. Asimismo, también se encuentra 
respaldada en la protección especial —internacional y nacional— que tienen los discursos sobre 
funcionarios públicos que es, al final, el resultado que espera recibir la sociedad tras la 
consecución de la información sobre los procesos judiciales en los que están involucrados. “Esto 
es así, debido a que la ciudadanía tiene un legítimo derecho a conocer, debatir y ejercer un 
escrutinio libre, amplio y riguroso sobre la gestión pública de estos sujetos y el funcionamiento 


del Estado, los cuales son asuntos de relevancia e interés público”* 


. Más aún en los procesos 
judiciales que abordan conductas arbitrarias, abusivas o delictivas, así como graves violaciones de 
derechos humanos. En esas circunstancias tiene que preponderar con mayor ímpetu el acceso a 


la información sobre el derecho a la privacidad que pueda alegar la persona involucrada. 


63 Corte Suprema de Justicia. Sentencia ATC1856-2015, Radicación N° 17001-22-13-000-2009-00252-01. (M.P. Luis 
Armando Tolosa Villabona). 

64 Corte Constitucional. Sentencia T-244 de 2018. (M.P. José Fernando Reyes Cuartas); Corte Constitucional. Sentencia 
T-546 de 2016. (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); Corte Constitucional. Sentencia T-256 de 2073. (M.P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub). 

65 Corte Constitucional. Sentencia T-242 de 2022. (M.P. Paola Andrea Meneses Mosquera). 
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Otra situación de ponderación entre el acceso a la información pública y el habeas data a 
considerar es aquella relacionada con el derecho al olvido en los procesos judiciales. Se entiende 
por derecho al olvido “la imposibilidad de que informaciones negativas acerca de una persona 
tengan vocación de perennidad, razón por la cual, después de algún tiempo, deben desaparecer 
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totalmente del banco de datos respectivo”””. En ese sentido, para la materialización de la justicia 
digital también se debe tener presente que después de un tiempo los expedientes deben ser 
modificados en virtud del tratamiento de los datos personales y que, en consecuencia, el acceso a 


la información también será distinto a través de los buscadores de internet. 


En un caso de mayo de 2018, por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia valoró la solicitud de un 
accionante que buscaba la protección de sus derechos fundamentales al habeas data, la 
autodeterminación informática y el derecho al olvido, en conexidad con los derechos 
fundamentales de petición, información, trabajo y no discriminación; al requerir que un proceso 
judicial en su contra fuese anonimizado. En esa oportunidad, la Corporación indicó que sobre las 
peticiones de supresión de información relacionadas con antecedentes penales había establecido 
unas subreglas”, a saber: 


a. Las sentencias condenatorias que expida la Sala o los autos en los que haga referencia a 
ellas (inadmisión de demandas de casación, por ejemplo), se ofrecerán íntegras a la 
comunidad en su servidor de acceso público —sin la supresión de los nombres de los 
procesados— permitiéndose que los ciudadanos accedan a ellas a través de los 
buscadores web o del full text de la Corte y sólo con autorización de lectura. Cuando se 
compruebe que judicialmente se declaró cumplida o prescrita la pena, se suprimirán de 
las bases de datos de acceso abierto los nombres de las personas condenadas, salvo en los 
eventos en que la ley obligue a conservar pública esa información en todo tiempo. No 
obstante, se mantendrá el documento íntegro en los archivos de la Corporación. Este, 
bajo los preceptos legales que rigen el derecho de acceso a la información pública, podrá 


consultarse directamente en las oficinas en las cuales reposa. 


b. Imponer a las personas naturales o jurídicas a quienes se entregue copia parcial o total de 
los archivos digitales de providencias proferidas por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, que antes de asociarlas a una base de datos deben suprimir las 
informaciones personales de procesados, víctimas y testigos. 


c. Las sentencias absolutorias proferidas por la Sala o los autos en los que haga referencia a 
las dictadas en las instancias (inadmisión de demandas de casación, por ejemplo) e 
igualmente las preclusiones de instrucción o cesaciones de procedimiento que dicte en 
cualquier instancia o en el trámite del recurso de casación, se divulgarán en sus bases de 
datos una vez se supriman los nombres de los procesados, salvo en los eventos en que la 
ley obligue a conservar pública esa información en todo tiempo. No obstante, se 


66 Corte Constitucional. Sentencia T-699 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). 


67 Corte Suprema de Justicia. Sentencia 5 1P4328-2017, Radicación N° 90771. MP: Eyder Patiño Cabrera; Corte 
Suprema de Justicia. Sentencia S TP6643-2018, Radicación N? 98193. (M.P. José Francisco Acuña Vizcaya). 
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mantendrá el documento íntegro en los archivos de la Corporación. Este, bajo los 
preceptos legales que rigen el derecho de acceso a la información pública, podrá 
consultarse directamente en las oficinas en las cuales reposa. 


d. En las sentencias o autos de carácter no penal proferidos por la Sala, en los cuales se haga 
referencia expresa a condenas, cuando se compruebe que judicialmente se declaró 
cumplida o prescrita o extinguida por muerte del condenado la pena, se suprimirán de las 
bases de datos de acceso abierto los nombres de las personas condenadas, salvo en los 
eventos en que la ley obligue a conservar pública esa información en todo tiempo. No 
obstante, se mantendrá el documento íntegro en los archivos de la Corporación. Este, 
bajo los preceptos legales que rigen el derecho de acceso a la información pública, podrá 


consultarse directamente en las oficinas en las cuales reposa. 


Por lo anterior, la Corte Suprema de Justicia señaló que la línea decisional que ha venido 
desarrollando sobre el tema entre el acceso a la información y el habeas data es que le 
corresponde al peticionario, en su condición de persona afectada por la información publicada, 
acreditar de forma clara y precisa que la pena en relación con la cual solicita la anonimización de 
los datos se declaró cumplida o prescrita. Solo en ese punto, le corresponde al operador judicial o 


administrativo proceder a resolver favorablemente su solicitud. 


Estas son consideraciones fundamentales cuando se hace referencia a la información que pueda 
encontrarse disponible en la Internet, especialmente aquella que pueda obtenerse por medio de 
los buscadores. En palabras del Comité de Ministros del Consejo Europeo, la importancia de los 
buscadores radica en que estos “hacen el contenido en Internet accesible y la World Wide Web 
útil para el público”%, Asimismo, el TEDH ha establecido que “en vista de su accesibilidad y 
capacidad para almacenar y comunicar vastas cantidades de información, Internet juega un rol 
importante en la mejora del acceso del público a las noticias y en facilitar la diseminación de 
información en general”?, 


Finalmente, otro caso a destacar es la sentencia T-444 de 2014, providencia en la que la Corte 
Constitucional incorporó al examen de ponderación del derecho a la privacidad los impactos que 
generan los usos de tecnologías de la información y la comunicación. El Tribunal estudió la 
aplicación de los principios de la privacidad en una actuación de la Procuraduría General de la 
Nación que, de acuerdo con la accionante, fue presuntamente vulneratoria. En las 
consideraciones, se hace especial énfasis en la aplicación de los principios de acceso y circulación 
restringida y de confidencialidad en el entorno digital. La Corte precisó que no hay violación a 
estos principios cuando las bases de datos de dónde se recogen los datos, legal y legítimamente, 
no se ponen en internet ni se divulgan de forma abierta e indiscriminada; ni se publican las bases 


68 Recommendation CM/Rec(2012)3 of the Committee of Ministers to member States on the protection of human 
rights with regard to search engines (Adopted by the Committee of Ministers on 4 April 2012 at the 1139th meeting of the 
Ministers’ Deputies). 

69 Times Newspapers Ltd v. the United Kingdom (no. 1 and no. 2), nos. 3002/03 and 23676/03, ECHR 2009. Párr. 
27. 
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de datos de donde se obtuvieron los datos, ni hay razones para pensar que no será así cuando la 


información no se requiera”, 
3. Papel de los intermediarios de Internet y los expedientes judiciales 


El tol de los intermediarios de internet tiene connotaciones fundamentales en el ejercicio y 
garantía de los derechos de los y las usuarias, debido a que en internet existe un principio de 
autorregulación de los privados que ha evolucionado en un modelo de gobernanza de múltiples 


partes interesadas. 


Google, que funciona como motor de búsqueda, debe propender porque los servicios que presta 
sean coherentes con los estándares internacionales de protección de derechos humanos. 


Con base en esto, desde el año 2014 existen precedentes de la justicia europea que vincula a 
Google y le impone obligaciones de responsabilidad en materia de derechos. Lo que la 
jurisprudencia ha nombrado como "derecho al olvido" ha tenido amplias implicaciones en la 
forma en que los intermediarios de internet moderan los comportamientos en la red. De esta 
forma, las políticas de tratamiento de datos y de protección al derecho a la privacidad, prevé 
supuestos en los cuales los usuarios y las usuarias pueden ejercer su derecho a solicitar la 
supresión o modificación de la información que los motores de búsqueda muestran. No 
obstante, es relevante aclarar que los motores de búsqueda, como Google, tienen dentro de sus 
facultades la supresión de información únicamente en las búsquedas, lo que significa que dicha 
acción no elimina los contenidos de internet. 


A pesar de que existen disposiciones que vinculan a los privados que prestan servicios de 
búsqueda, estas empresas no tienen la facultad de determinar la veracidad o los efectos dañosos 
que puede generar la información publicada en línea, porque esas acciones continúan siendo de 
competencia exclusiva de los tribunales judiciales. En consonancia por el respecto de las 
facultades exclusivas de las entidades estatales y gubernamentales, las políticas de privacidad de 
Google expresan con claridad que cuando se trata de información publicada en sitios web de 
entidades gubernamentales se presume que "que el gobierno ha decidido publicar la información 
en cuestión y ponerla a disposición de los buscadores de forma continua, por lo que nos 
adherimos firmemente a esa decisión. Los registros gubernamentales desempeñan un papel 
fundamental a la hora de mantener informada a la sociedad sobre asuntos de interés público. Si 
un gobierno decide seguir publicando determinada información, eso indica claramente que 
considera que sigue siendo objeto de interés público." 


Con base en la presunción de legalidad que existe de las actuaciones de las entidades públicas y 
del principio de buena fe, no se puede trasladar la responsabilidad que tienen las autoridades 


públicas a personas naturales o jurídicas de derecho privado. 


70 Corte Constitucional. Sentencia T-444 de 2014. (M.P. María Victoria Calle Correa). 
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Es decir que, la responsabilidad de los contenidos publicados en sitios web oficiales y la 
información de privados que una entidad decide hacer pública en internet es únicamente del 
Estado. Adicionalmente, la normativa previamente citada impone obligaciones de acciones 
positivas que protejan y garanticen el derecho a la privacidad de las personas y simultáneamente, 


que creen estándares proporcionales de protección al acceso a la información. 
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